AL SECRETARIO DE GOBIERNO DE TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD DE MADRID. 

Doña/D                                                                                                                   Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de  de Madrid comunica que:
 El dia 14/04/2023 he recibido más allá de las tres y media de la tarde correo de Secretaría de Gobierno en el que nos expone:

            “Desde la referida Consejería de Presidencia, Justicia e Interior se ha solicitado la colaboración de los Letrados/as de la Administración de Justicia destinados/as en los Juzgados y Tribunales de esta Comunidad en el desarrollo y evolución de la mencionada huelga de funcionarios, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 452, 3º y 454, 2º de la Ley Orgánica del Poder Judicial y articulo 9 b) del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales.  
En concreto, los Letrados/as de la Administración de Justicia, destinados/as en los diferentes órganos judiciales existentes en esta Comunidad de Madrid, deberán concretar los funcionarios/as al servicio de la Administración de Justicia que deberán formar parte de los servicios mínimos en su propio órgano judicial, conforme a la Orden de servicios mínimos anteriormente citada.”

En la indicada comunicación vía mail, ni tan siquiera dispone expresamente cuales son nuestras obligaciones conforme a dicho acuerdo, sino por referencia a la comunicación de la comunidad de Madrid (que no se adjunta). En el mail recibido se recoge: 
“Dicha huelga que afecta al personal de Justicia se inicia este lunes 17 de abril de 2023.

Nuestro reglamento orgánico su artículo 9 nos impone, entre otras, la obligación de colaborar con las Comunidades Autónomas que hayan recibido el traspaso de medios personales al servicio de la Administración de Justicia”. 
Sin embargo, la obligación que se nos pretende atribuir, excede de ese deber de colaboración. 

Se nos pretende atribuir y a llevar a cabo funciones orgánicas que exigen resoluciones administrativas sobre un personal que no depende de nosotros orgánicamente sino solo funcionalmente como así recoge la propia LOPJ.

El articulo 8.a) de nuestro reglamento organico atribuye a nuestro cuerpo juridico superior, (sí, juridico superior,) que será competencia de los Secretarios Judiciales la organización, gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos procesales, asegurando en todo caso la coordinación con los órganos de gobierno del Poder Judicial y con las Comunidades Autónomas que hayan recibido los traspasos de medios personales al servicio de la Administración de Justicia. A este fin, deberán ordenar la actividad del personal e impartir las órdenes e instrucciones que estimen pertinentes en el ejercicio de esta función, sin perjuicio de las competencias que en materia de organización y gestión de personal correspondan al Ministerio de Justicia o a las Comunidades Autónomas con traspasos recibidos.

En relacion con el supuesto deber de colaboracion que invoca la CCAA de Madrid, y,  cuyo escrito al Secretario de Gobierno no se nos ha enviado, nuestro deber de colaboración se circunscribe a asegurar la coordinación con los órganos de gobierno del Poder Judicial y con las Comunidades Autónomas que hayan recibido los traspasos de medios personales al servicio de la Administración de Justicia, para posibilitar el ejercicio de sus respectivas competencias en aras a conseguir un adecuado servicio público de la justicia.
La Dirección general de justicia de Madrid es el órgano administrativo responsable de regular los servicios mínimos, así como, identificar y realizar el seguimiento de la huelga, conforme a la asuncion de competencias en materia de justicia que le atribuye su Estatuto de autonomia 
En cuanto al control de asistencia y notificación a los funcionarios dependientes de dicha Administración es notorio que dicha dirección general de justicia de la Comunidad de Madrid  dotó de cuentas de correo electrónico para cada uno de los funcionarios para hacerles saber noticias de su interés, así como el Portal web, existiendo un  programa FIVA en el que los funcionarios tienen la obligación de fichar por  el sistema de control horario de que dispone la Administración Autonómica sobre los funcionarios de Justicia transferidos posibilita que dicha Administración pueda tener un conocimiento personal y directo de las presencias y ausencias de los trabajadores del sector en cada centro de trabajo. En la mayoría de los centros de trabajo existen delegaciones CIVITAS, las cuales tienen encargadas funciones de control de personal y horarios. 

Por todo lo anteriormente expuesto, entiendo que la Dirección General de recursos Humanos y relaciones con la administración de justicia ha sobrepasado el límite del deber de colaboración y pretende que los Letrados de la Administración de Justicia hagan el trabajo de recopilación cuando ellos mismos a través de una tecla lo tienen a su disposición y son ellos mismos los que debieran tener un conocimiento perfecto de qué funcionarios están destinados en cada órgano judicial y administrativo dependiente del ambito judicial, lo cual es su deber como órgano del que dependen los funcionarios de los cuerpos generales de la administración de justicia.
A mayor abundamiento, es la Administración quien debe notificar a su propio personal, tal como establece la Ley de Procedimiento Administrativo en su artículo 14. 2, que dice: ” En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:

· e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada Administración.”

Continúa el art. 41 de la LPA “Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía.

No obstante, lo anterior, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:

· b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante.” En este caso la Dirección de Justicia de la Comunidad tiene sedes y delegaciones en las poblaciones afectadas por la huelga y personal para realizar las notificaciones (a modo de ejemplo CIVITAS y servicios administrativos de apoyo en Madrid)”.

Asimismo, el Secretario General de la Administración de Justicia en consulta 1/2015 acuerda que

“Entre las funciones otorgadas en los art.452 y 457 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el art.8ª del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales no se encuentran incluidas las cuestiones relativas a la organización y gestión del personal que forma parte de la Oficina Judicial, por cuanto son otros órganos de las Comunidades Autónomas con competencia transferidas en materia de Justicia, o el Ministerio de Justicia, en aquellas sin competencia transferidas, los que ejercen sus funciones de jefatura a efectos laborales sobre el personal de los Cuerpos de Gestión, Tramitación y Auxilio Judicial.

Tampoco se puede entender qué función debería quedar subsumida bajo la de colaboración y cooperación con otros órganos y Administraciones, que se regula en el artículo 9 del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales, por cuanto la asunción de competencias de carácter laboral sobre los funcionarios de los Cuerpos de Gestión, Tramitación y Auxilio Judicial, produciría una colisión con las competencias de otros órganos ya tienen conferidas”

En cuanto a la designa del concreto personal a realizar servicios mínimos, dicha resolución exige forma administrativa respecto de inferiores jerárquicos por parte de la entidad administrativa de la que dependen, y por ello, en ningún caso un Letrado de la Administración de Justicia debe resolver la cuestión que afecta y compete a la dirección general de Justicia de la Comunidad de Madrid como muchísima normativa y jurisprudencia se la atribuye:

El RD 17/1977 sobre el derecho de huelga artículo 5,6, 8 y 9 en el artículo 6.7 ordena que “El Comité de huelga habrá de garantizar durante la misma la prestación de los servicios necesarios para la seguridad de las personas y de las cosas, mantenimiento de los locales, maquinaria, instalaciones, materias primas y cualquier otra atención que fuese precisa para la ulterior reanudación de las tareas de la empresa. Corresponde al empresario la designación de los trabajadores que deban efectuar dichos servicios”.

La STC 11/1981 EN SU FUNDAMENTO JURIDICO 20 recoge:

” 20. El apartado 7 del artículo 6. ° del Real Decreto-ley 17/ 1977 dice literalmente que: «... el comité de huelga habrá de garantizar durante la misma la prestación de los servicios necesarios para la seguridad de las personas y de las cosas, mantenimiento de los locales, maquinaria, instalaciones, materias primas y cualquier otra atención que fuese precisa paré la ulterior reanudación de las tareas de la empresa». Añade el precepto que «corresponde al empresario, la designación de los trabajadores que deban efectuar dichos servicios».

Es de subrayar que el artículo 10 del RD anteriormente expuesto que: 
“Cuando la huelga se declare en empresas encargadas de la prestación de cualquier género de servicios públicos o de reconocida e inaplazable necesidad y concurran circunstancias de especial gravedad, la Autoridad gubernativa podrá acordar las medidas necesarias para asegurar el funcionamiento de los servicios. El Gobierno, asimismo, podrá adoptar a tales fines las medidas de intervención adecuadas”.

 Los Letrados de la Administración de Justicia no formamos parte del Comité de Huelga ni de la Dirección General.
La Comunidad de Madrid junto con el Comité de Huelga de los funcionarios de cuerpos generales, son los competentes para realizar las actuaciones que se nos pide de nombramiento de servicios mínimos, siendo que la comunidad fija los servicios mínimos y el comité de huelga puede recurrirlos en el contencioso.
Se comunica asimismo la posibilidad de cometer un DELITO CONTRA LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES.
Pues el  Letrado de la administración de Justicia no es jefe laboral o administrativo; Eso lo es la  C.A. MADRID según el art, 439 de la LOPJ, y mis funciones son las de Director TÉCNICO PROCESAL, y no jefe de personal, trasladándome una función que estoy impedido por ley a ejercer, y situándome como posible sujeto activo en la comisión de un delito contra los derechos de los trabajadores al ejercer funciones que se nos tiene vetadas por Ley poniéndonos en riesgo de delinquir dicha resolución que considero ilegal y nula de pleno derecho cuyo cumplimiento abocaría al anterior ilícito con conocimiento de la existencia del mismo por este recurrente.
A mayor abundamiento las sentencias, STC 66/1983, STC 33/1981 y 233/1997 (conflicto positivo de competencia en servicios mínimos) STS 31-3-1982 DE LA SALA CONTENCIOSO recogen esa obligación legal atribuida al órgano administrativo (gobierno, administración autonómica o local superior jerárquica). 
Por las razones expuestas, no daré cumplimiento alguno a lo solicitado en el email remitido por el Secretario de Gobierno, siendo que no existe Instrucción alguna al respecto.

A su vez, solicito al Ilmo. Sr. Secretario de Gobierno de Madrid que traslade estas manifestaciones, en forma de ACUERDO dirigido a la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior de la Comunidad de Madrid, velando así por la dignidad y la legitimidad de las funciones legales de los Letrados de la Administración de Justicia de la Comunidad de Madrid y respetando, así, el debido cumplimiento de la Ley.  
En 15 de abril de 2023, 

Fdo.
Letrada/o de la Administración de Justicia 

Juzgado de _________________ de Madrid
